STJSL-S.J. – S.D. Nº 130/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a veintinueve días de diciembre de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA - Llamado a integrar el Dr. NÉSTOR MARCELO MILÁN - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “ZANELLA HNOS  y CIA. SACIFI - CONC. PREV. - VERIF. CRED. 40 DE CORNEJO HECTOR HUGO - RECURSO DE CASACION” – IURIX ICM N° 4739/4.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y NÉSTOR MARCELO MILÁN.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:
I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 287 del C. P. C. C.?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la Ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?
A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que a fs. sub 248 comparece el apoderado de Héctor Hugo Cornejo e interpone Recurso de Casación contra la Sentencia Nº 319/13 de fecha 26/11/13 (fs. sub 243/sub 244), dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 1 de la Primera Circunscripción Judicial.
Funda el recurso en la causal del art. 287 inc. a) del Código Procesal Civil -fs. sub 261/ sub 268 vta.-, manifestando que la sentencia cuestionada se aparta del derecho vigente, omitiendo la Excma. Cámara aplicar al obrero, las disposiciones de la ley nacional N° 24.285 y como consecuencia de ello, le impone el principio general de la suspensión de intereses, establecido en el art. 19 de la ley de Concurso y Quiebra, lo que le ocasiona un grave perjuicio.
2) Que, del estudio de las constancias de la causa, surge que ha sido impetrado y fundado en tiempo; gozando del beneficio de gratuidad  por ser obrero y actor, siendo la resolución que se impugna una sentencia definitiva, por lo que se ha dado cumplimiento a las exigencias contenidas en los arts. 286 y 289 del CPC y C., debiendo considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301, inc. a, del CPC y C., que el recurso articulado deviene formalmente admisible.
Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA  y NÉSTOR MARCELO MILÁN comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que en su escrito de fundamentación, el recurrente afirma que la Cámara de Apelaciones se aparta del derecho vigente, omitiendo aplicar normas de orden nacional de mayor jerarquía.

Ello, en cuanto aplica al crédito del obrero el principio general de la suspensión de los intereses establecidos en el Art. 19 de la LCQ y para fundar tal decisión se remite en primer lugar al criterio ya sentado por el propio Tribunal, que estipula que los créditos laborales son alcanzados por la suspensión de los intereses que produce la presentación del concurso.
Agrega que, además, en el fallo no se aplicaron las disposiciones de la Ley Nº 24.285 que ratifica el convenio 173 de la O.I.T., que regula de manera especial la protección del crédito laboral ante las situaciones de insolvencia del empleador.
Enfatiza, que por su especialidad, la Ley Nº 24.285 deroga las normas generales contempladas en la Ley Nº 24.522, en lo referido a créditos laborales y, además, “tiene mayor jerarquía constitucional que ésta última, por lo que resultaba directamente aplicable al caso”. Por lo que, “si el privilegio del crédito laboral es objeto de limitación por la legislación nacional, el crédito que el mismo ampara debe ser reajustado para mantener su valor”.
Concluye, que debe estarse a la sentencia de este Superior Tribunal dictada en autos “Sullivan c/ Ultracomb Puntana SRL”,  que ha adoptado el criterio fijado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que considera que la ley N° 24.285 resulta directamente aplicable y conducente a efectos de resolver la controversia, y en mérito a ello casar la sentencia, y reconocer el crédito por intereses devengados con posterioridad a la presentación del concurso.
2) Que a fs. sub 271/ sub 273 vta., contesta traslado la contraria solicitando el rechazo del recurso.
3) A fs. sub 285/ sub 286 vta., contesta vista el Sr. Procurador General, opinando que se debe hacer lugar al Recurso de Casación por los fundamentos que expone, a los que me remito brevitatis causae.
4) A los efectos del análisis de esta cuestión, y en relación a lo sostenido por el recurrente, en armonía con lo que prescribe el art. 301 del CPC y C. el escrito de fundamentación del recurso debe bastarse a sí mismo, y debe surgir con claridad de dicha fundamentación alguna de las circunstancias señaladas en la norma, caso contrario el recurso deducido no podrá prosperar.

Este Alto Cuerpo tiene establecida jurisprudencia en el sentido que: “para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cual es la interpretación correcta, circunstancia que al no cumplimentarse en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado” (STJSL Nº 25/03 “TORRES, VALENTIN ALBERTO y OTROS  c/ CERAMICA SASSUOLO S.A.-DEM. LAB. POR ACCID. DE TRABAJO - REC. DE INCONSTITUCIONALIDAD -REC. DE CASACION, 10-06-03).

Que respecto al medio impugnaticio intentado, cabe señalar que una de las características típicas de la casación, es que sólo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la casación” 2ª. Ed., Pág. 213.- STJSL. “Chávez Mirta Nora c/ Obra Social Personal De Ind. Químicas Y Petroquímicas s/ Cobro De Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007).

5) Demarcado el objeto casatorio y confrontado con el recurso en estudio, adelanto desde ya que corresponde hacer lugar al Recurso de Casación.
Que en efecto, este Tribunal ya sentó criterio al respecto, en “SULLIVAN, SILVIA MONICA y OTROS c/ ULTRACOMB PUNTANA S.R.L. -MEDIDA CAUTELAR- EMB. PREVENTIVO - RECURSO EXTRAORDINARIO DE INCONSTITUCIONALIDAD”, STJSL-S.J.–S.D. N° 108/13, del 20/11/13, siguiendo lo resuelto por la Corte Suprema, en el Recurso Extraordinario Federal planteado en dichos autos: “La sentencia que resolvió aplicar a los créditos de origen laboral la suspensión de los intereses impuesta por el art. 19 de la ley 24.522 (texto anterior a la modificación de la ley 26.684), omitió la consideración de planteos presentados oportunamente por los actores vinculados con la aplicabilidad al caso de las disposiciones de la ley 24.285 que ratificó el Convenio 173 sobre Protección de los Créditos Laborales en caso de Insolvencia del Empleador de la Organización Internacional del Trabajo que resultaban conducentes para la solución de la controversia, ponderando la especial tutela que el ordenamiento concursal le concede al trabajador. -Del dictamen de la Procuración General, al que la Corte remite”-. (Fallo: 335:2019).
Que siendo aplicable al caso, por la analogía de los agravios, reproduzco a continuación los fundamentos vertidos por este Alto Tribunal en el fallo precedentemente citado:
“La Doctrina ha sostenido que la suspensión del curso de los intereses constituye un efecto patrimonial típico y una regla tradicional en los concursos, habiendo sido adoptada por la legislación universal (Roitman y Di Tullio). La regla genérica de suspensión de intereses en los concursos reposa en el respeto por el tratamiento igualitario de los acreedores”. 

“Por efecto de este principio, tiene lugar la denominada “cristalización o estabilización” del pasivo, pensado como remedio o instrumento útil a los fines de estabilizar, consolidar o concretar el pasivo concursal al momento de la presentación del concurso preventivo.  (RIVERA-ROITMAN-VITOLO, Ley de Concursos y Quiebras, 4ª edición, Actualización Ley Nº 26.684. Ed. Rubinzal Culzoni, año 2012, Cap. IV.)”.
“Ahora bien, como lo ha señalado Vítolo, dos son las disposiciones que vienen a modificar el régimen de suspensión de intereses de los créditos laborales - o, más precisamente, de “no suspensión” - en la nueva reforma concursal. La primera de ellas es el artículo 6 de la Ley Nº 26.684 (B.O. 30/06/2011) que modifica el artículo 19 de la Ley Nº 24.522, incorporando un último párrafo a la norma, que excluye de la suspensión del curso de los intereses a los créditos causados en salarios y en toda indemnización derivada de la relación laboral.  Esta reforma parecería no ser más que la consagración legislativa de aquello que la jurisprudencia venia planteando y que se patentizó en el ámbito de la Capital Federal con el dictado del fallo plenario “Club Atlético Excursionistas”: 

“Subsiste respecto de los casos regidos por la Ley 24.522 la vigencia de la doctrina plenaria fijada por esta Cámara in re "Seidman y Bonder S.C.A." en virtud de la cual la suspensión de los intereses desde la presentación en concurso preventivo no rige respecto de las acreencias de origen laboral.” Fallo plenario en: Vitale, Oscar Sergio s. Incidente de revisión en: Club Atlético Excursionistas s. Concurso preventivo /// Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial en Pleno; 28-06-2006; Rubinzal on line; RC J 228/96”. 
“La segunda reforma proviene del Art. 14 de la Ley Nº 26.684 que modifica el Art. 129 de la Ley Nº 24.522 mediante un agregado a dicho artículo, estableciendo que, frente a la declaración en quiebra, tampoco se suspenden los intereses compensatorios devengados con posterioridad que correspondan a créditos laborales. (VITOLO, Daniel Roque, Ley de Concursos y Quiebras reformada, La Ley, Bs. As., 2011). Al respecto, la Jurisprudencia ha sostenido que: 

 “Corresponde hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad, para revocar la sentencia de la anterior instancia que dispuso la suspensión de los intereses de los créditos laborales de los actores verificados, desde la fecha de presentación en concurso de la demandada, en virtud del principio protectorio que ha sido orientador de la ley 19.551, y persiste como tal en la ley Nº 24.522. Reconocer el derecho de los acreedores laborales a cobrar los intereses moratorios devengados con posterioridad a la presentación en concurso de su ex-empleadora - en el caso, el proceso lleva más de nueve años-, permite evitar que el transcurso del tiempo termine por licuar sus créditos tornando ilusorio el derecho a la justa remuneración que la Constitución Nacional consagra como uno de sus pilares esenciales.”

“La pars conditio creditorum no es sino derivación del derecho a la igualdad, al que se honra no sólo impartiendo trato igual a los iguales sino distinto a los diferentes. La exclusión de los trabajadores de la previsión del art. 19 de la ley Nº 24.522, resulta plenamente justificada en tanto refleja la singular naturaleza de sus créditos y la especial protección que las normas superiores le deparan.” Farfán, Dante Rubén y otros s. Incidente de revisión en: Panamericano de Jujuy s. Concurso - Recurso de inconstitucionalidad /// Superior Tribunal de Justicia, Jujuy; 19-08-2009; Boletín Judicial del Departamento de Jurisprudencia Publicaciones e Informática del Poder Judicial de Jujuy; RC J 14310/13”. 

“Si bien la Ley Nº 26.684 (B.O. 30/06/2011) no se encontraba vigente al momento del dictado de la Sentencia de Cámara cuestionada, anteriormente a su sanción, la Ley Nº 24285 (B.O. 29/12/93) que ratificaba el Convenio Colectivo Nº 173 de la OIT preveía la situación de especialidad de los créditos laborales, al establecer en su Art. 7º que: “1. La legislación nacional podrá limitar el alcance del privilegio de los créditos laborales a un monto prescrito, que no deberá ser inferior a un mínimo socialmente aceptable. 2. Cuando el privilegio de los créditos laborales esté limitado de esa forma aquel monto se deberá reajustar cuando proceda, para mantener su valor.”

“A su vez, en su Art. 8º establece: “1. La legislación nacional deberá atribuir a los créditos laborales un rango de privilegio superior al de la mayoría de los demás créditos privilegiados, y en particular a los del Estado y de la Seguridad Social. 2. Sin embargo, cuando los créditos laborales están protegidos por una institución de garantía, de conformidad con la parte III del presente Convenio, se podrá atribuir a los créditos así protegidos un rango de privilegio menos elevado que el de los créditos del Estado y de la Seguridad Social.” 

“Por lo que considero que le asiste razón a la recurrente en cuanto la Cámara Laboral Nº 1 aplicó a los obreros la norma general (Ley Nº 24.522) sin fundamentar porqué se apartó de la norma especial al efecto,  la Ley Nº 24.285, de mayor jerarquía constitucional. La CSJN ha sostenido que: 

 “La relación de trabajo reviste una especificidad que la distingue de muchos otros vínculos jurídicos, puesto que la prestación del trabajador constituye una actividad inseparable e indivisible de su persona y, por lo tanto, de su dignidad como tal. El principio protectorio que establece la Ley Fundamental y el plexo de derechos que de él derivan, así como los enunciados de las declaraciones y tratados de jerarquía constitucional, han hecho del trabajador un sujeto de "preferente tutela". En autos, se admite el recurso extraordinario federal y se revoca la decisión que rechaza la alegación de inconstitucionalidad de los arts. 218 y 224, Ley Nº  24522, en su aplicación de los acreedores laborales, formulada por el Fiscal de Cámara con fundamento en la falta de idoneidad de la publicación de edictos para hacer saber la existencia del proyecto distributivo a dichos acreedores, en que el brevísimo término de caducidad del art. 124, Ley Nº 24522, afecta gravemente los derechos de los trabajadores, que presumiblemente no tomen conocimiento de que los importes se encuentran a su disposición, y en que es contrario al inc. 1, art. 8, Convenio 173 OIT, que, a consecuencia de la caducidad, esos créditos se destinan al patrimonio estatal. Ello, pues tal decisión luce arbitraria al desvirtuar el eje del planteo y la aplicación de las normas en juego, revistiendo especial trascendencia la omisión de verificar la compatibilidad de las normas concursales aplicadas con la Constitución Nacional y el Convenio 173 OIT, ratificado por Ley Nº 24285, en la forma propuesta por la recurrente.” Clínica Marini S.A. s. Quiebra /// Corte Suprema de Justicia de la Nación; 01-08-2013; Rubinzal on line; RC J 13953/13”.
“También se ha sostenido con relación a la operatividad de los Convenios Colectivos de la OIT que: "El convenio 95 del mentado organismo internacional fue aprobado en 1949 y ratificado por nuestro país a través del decreto ley Nº 11.594/56, por lo cual cuenta con categoría "supralegal" de conformidad con lo establecido por el inciso 22 del Art. 75 de la Constitución Nacional en cuanto asigna al Congreso Nacional la facultad de "Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con las organizaciones internacionales...". Sobre tal base y no obstante sus diferencias con los tratados, puede afirmarse válidamente que los convenios de la O.I.T. ostentan igual jerarquía que los tratados (excepto los enumerados taxativamente por el Art. 75 inc. 22 que tienen nivel constitucional) en tanto que la O.I.T. constituye un organismo internacional." (Giménez Patricia Dolores c/Blockbuster Argentina S.A. s/ despido" - CNTRAB - SALA X - 26/06/2009)”.
6) Considero oportuno poner de relieve a esta altura, que la finalidad de carácter general que reviste el Recurso de Casación, es conseguir la uniformidad de la jurisprudencia, y la finalidad específica es la de obtener la nulidad de una sentencia que por errónea aplicación o interpretación de la norma legal sustantiva, en el caso concreto, fijado en sentencia definitiva por el Tribunal de mérito.
Por lo que corresponde hacer lugar al Recurso de Casación interpuesto, en razón de que la Sentencia de la Excma. Cámara en lo Laboral Nº 1 R.L. Laboral Nº 319/13 omitió aplicar la normativa vigente al caso concreto, la Ley Nº 24.285 que ratifica el Convenio Colectivo Nº 173 de la OIT,  cuestión que fue oportunamente introducida por la parte en el planteo recursivo.
Por ello y de conformidad a lo dictaminado por el Sr. Procurador General, corresponde admitir el Recurso deducido, por lo que VOTO a esta cuestión por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y NÉSTOR MARCELO MILÁN comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Por todo lo expuesto corresponde: Hacer lugar al Recurso de Casación interpuesto y CASAR la Sentencia venida en recurso, disponiendo que el crédito laboral de HÉCTOR HUGO CORNEJO, verificado en el concurso preventivo de ZANELLA HNOS  y CIA SACIFI, devengará intereses desde la presentación del concurso preventivo, 18 de febrero de 2003, y hasta el momento de su efectivo pago.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA  y NÉSTOR MARCELO MILÁN comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Las costas deben imponerse a la vencida. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA  y NÉSTOR MARCELO MILÁN comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, diciembre veintinueve de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar al Recurso de Casación interpuesto y CASAR la Sentencia venida en recurso, disponiendo que el crédito laboral de HÉCTOR HUGO CORNEJO, verificado en el concurso preventivo de ZANELLA HNOS Y CIA SACIFI, devengará intereses desde la presentación del concurso preventivo, 18 de febrero de 2003, y hasta el momento de su efectivo pago.

II) Costas a la vencida.-

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

No firma el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, por encontrarse excusado.-
///…
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres, OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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